   LESIONES PERSONALES CULPOSAS
RADICACIÓN:660016000005820100076201 
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DECRETA NULIDAD
A.N°10


NULIDAD POR LESIÓN DE GARANTÍAS PROCESALES DE LA VÍCTIMA/ Indebida representación del ofendido, abogado que interpuso recurso a su nombre carece de facultad para ejercer tal función/ Falta de idoneidad profesional por sustentar la apelación de forma abstracta
“El (…) togado que interpuso y sustentó el recurso de apelación, no cuenta con poder para ejercer la representación de la víctima, pues si bien había intervenido en la audiencia preparatoria en virtud de la sustitución que para esa diligencia le fue hecha por la abogada designada por el afectado (…) la misma fue ÚNICA Y EXCLUSIVAMENTE PARA ESA DILIGENCIA (…)
Obsérvese que al juicio oral asistió la apoderada del señor AGUSTÍN ANTONIO MUÑOZ OCAMPO (…) lo que permite corroborar que en efecto la delegación que anteriormente le había hecho a su colega (…) se limitó expresamente a la audiencia consignada en el escrito mencionado (…)”
(…) quien apeló la determinación se limitó a hacer una serie de manifestaciones ambiguas que por demás no están orientadas a controvertir la decisión de absolución perentoria dictada por la funcionaria de primer nivel en consonancia con lo solicitado por la Fiscalía, es decir, se censuró la valoración efectuada por la juez de conocimiento respecto de los medios probatorios aportados por el ente Fiscal de una manera abstracta pero no concreta, y sin atacar los fundamentos esgrimidos en la sentencia para proferir una determinación exonerativa (…)”
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA de decisión PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    Pereira, veintiuno (21) de abril de dos mil dieciséis (2016)

  ACTA DE APROBACIÓN No 341
  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Abril 22 de 2016, 9:10 a.m.

	Imputado: 
	Iván Ramírez Arias

	Cédula de ciudadanía:
	10´104.660

	Delito:
	Lesiones Personales Culposas

	Víctima:
	Agustín Antonio Muñoz Ocampo

	Procedencia:
	Juzgado Primero Penal Municipal con función de conocimiento de Pereira (Rda.)

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por el apoderado de la víctima contra la sentencia absolutoria de mayo 28 de 2015. SE DECRETA NULIDAD


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:
1.- hechos Y precedentes
La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:
1.1.- Según consta en los registros, en julio 02 de 2010 aproximadamente a la 12:30 horas, en la vía que de Pereira (Rda.) conduce a Alcalá, más exactamente en la Vereda “El Brillante” Finca Lanelita, se presentó un hecho de tránsito entre la buseta de placas WHL446, conducida por el señor IVÁN RAMÍREZ ARÍAS, y la motocicleta de placas RIP15B, timoneada por AGUSTÍN ANTONIO MUÑOZ OCAMPO, en el cual resultó lesionado éste último.
A consecuencia de lo anterior se le dio una incapacidad médico legal definitiva de 150 días con secuelas consistentes en: deformidad física que afecta el cuerpo, deformidad física que afecta el rostro, perturbación del órgano de la prensión y de la pinza, perturbación de los miembros superior e inferior izquierdo, y perturbación funcional del órgano de la locomoción, todas de carácter permanente; además, perturbación psíquica de carácter transitorio.
1.2.- Con fundamento en lo anterior, la Fiscalía le formuló imputación (julio 15 de 2013) al señor IVÁN RAMÍREZ ARIAS, ante el Juzgado Sexto Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira (Rda.), como presunto autor de la conducta punible de lesiones personales culposas, de conformidad con lo establecido en los artículos 111, 112 inciso 3, 113 inciso 2 y 3, 114 inciso 2, 117 y 120 del C.P., cargo que el indiciado NO ACEPTÓ.

1.3.-  En virtud al no allanamiento unilateral a los cargos, el ente persecutor presentó escrito de acusación (septiembre 04 de 2013), que correspondió por reparto al Juzgado Primero Penal Municipal con función de conocimiento de esta ciudad, autoridad que convocó para las correspondientes audiencias de formulación de acusación (noviembre 14 de 2013), preparatoria (julio 29 de 2014), juicio oral (febrero 23 de 2015), al cabo del cual anunció un sentido de fallo absolutorio en acatamiento a la solicitud perentoria presentada directamente por la Fiscalía General de la Nación en el transcurso del juicio oral. La lectura de la sentencia se dio en mayo 28 de 2015. Los argumentos principales de esa determinación fueron:
La absolución perentoria se sustenta en las declaraciones del agente de tránsito que elaboró el informe, y de la perito en física que estableció las velocidades que llevaban los vehículos involucrados en el accidente, de conformidad con los cuales se pudo concluir que la motocicleta abordó intempestivamente el carril que correspondía a la buseta.
El referido funcionario de tránsito señaló que la buseta iba por su carril derecho, ya que así lo indican las huellas de frenada y la posición en la que quedó, y precisó que la vía es de doble sentido con línea continua amarilla, lo que indica que no se puede adelantar. Así mismo, que de acuerdo con los restos del choque, esto es, las partes del vehículo y el lago hemático de la víctima, se determinó que el punto de impacto en la buseta fue la parte delantera izquierda, y en la motocicleta la parte frontal, por lo que la hipótesis de la causa de la colisión es que ésta última invadió el carril del vehículo de servicio público.
Por su parte, la experta en física informó que la longitud de la huella de frenado dejada por la buseta y la de arrastre de la motocicleta indican que al empezar a marcarlas la velocidad era entre 34 y 40 km/h, para la primera, y entre 32 y 38 km/h, para la segunda, de lo que concluyó que ninguno de los vehículos iba a exceso de velocidad, por cuanto se encontraban dentro de los parámetros establecidos.
Los testimonios de TRINIDAD DEL ROSARIO TABORDA y MARÍA CECILIA GUEVARA DE GIRALDO, pasajeras de la buseta, al igual que el de la víctima, no aportan nada sobre la causa del accidente.
De conformidad con ese material probatorio no puede demostrarse que el indiciado haya provocado el hecho de tránsito por violación al deber objetivo de cuidado, pero en cambio sí puede concluirse que el origen de la colisión fue el actuar imprudente del señor AGUSTÍN ANTONIO MUÑOZ OCAMPO, quien no tomó las precauciones necesarias al transitar por una vía donde es constante el tránsito de vehículos de servicio público, y penetró imprudentemente a la zona de la buseta.
1.4.- El apoderado de la víctima no estuvo conforme con esa decisión y la impugnó; en consecuencia, por parte de la primera instancia se concedió el recurso en el efecto suspensivo y se dispuso la remisión del expediente con los correspondientes registros para efectos de desatar la alzada.
2.- Debate

2.1.- Representante de la víctima -recurrente-
De los argumentos expuestos por el togado en su escrito, se extrae que su solicitud está orientada a que se decrete la nulidad de lo actuado a partir de la audiencia de juicio oral. Como fundamento de su petición esgrime:

La Fiscalía, pese a ser el ente encargado de representar y hacer valer los derechos de las víctimas, no objetó ninguna de las pruebas allegadas por la defensa.
La señora MARÍA CECILIA GUEVARA DE GIRALDO, pasajera del vehículo conducido por el señor RAMÍREZ ARIAS, en su declaración refiere la manera temeraria e irresponsable como éste manejaba momentos antes del accidente, pero a la misma no se le dio ningún valor probatorio.

La prueba pericial en física allegada por la defensa sugiere que de acuerdo con la posición del lago hemático y de los vehículos, la motocicleta invadió el carril de la buseta, conclusión que en su criterio, si bien no permitía demostrar el compromiso del procesado tampoco era suficiente para eximirlo de toda responsabilidad, y pese a ello la sentencia absolutoria tuvo como único fundamento ese experticio.
En el presente caso el derecho al debido proceso se ha visto seriamente afectado, toda vez que el acervo probatorio merecía una mejor evaluación y contradicción por parte de la Fiscalía, pero el delegado de ese ente se quedó corto frente al análisis que ameritaban las pruebas allegadas, situación que afectó sustancialmente los intereses de su representado.
Por lo anterior, considera pertinente retrotraer el proceso a la etapa probatoria, con el fin de que sean evaluados en debida forma esos medios de conocimiento.
2.2.- Defensa -no recurrente-
Está de acuerdo con el fallo adoptado por la primera instancia y por ello pide que se confirme, para cuyo efecto indicó:

En el juicio oral se practicaron las pruebas que mostraron la realidad de los hechos acaecidos en el accidente de tránsito, y quedó probado que la causa eficiente de ese suceso fue la imprudencia del motociclista, quien invadió el carril de la buseta y trajo como resultado las desafortunadas lesiones que éste sufrió, las cuales fueron establecidas en el dictamen del Instituto de Medicina Legal.

Cuando la Fiscalía advirtió en el desarrollo del juicio oral que todo indicaba que la responsabilidad del hecho de tránsito era de la víctima, solicitó a la señora juez la absolución perentoria, petición que fue coadyuvada por la defensa.
Las señoras MARÍA CECILIA GUEVARA y TRINIDAD DEL ROSARIO TABORDA, quienes viajaban como pasajeras en la buseta, admitieron que no les consta cómo ocurrió el accidente, ya que venían entretenidas y solo escucharon el golpe, se bajaron y observaron cómo quedaron los vehículos en la vía.

PEDRO PABLO MOSQUERA, agente y perito de tránsito que elaboró el croquis, señaló que el punto de impacto, el lago hemático y la huella de arrastre de la motocicleta se encuentran en el carril de la buseta, por lo que concluyó que ésta última invadió el carril del vehículo de servicio público.

La física forense confirma que las velocidades de los vehículos al momento del accidente eran de 32 km/h para la motocicleta y de 38 km/h para la buseta, las cuales se encuentran dentro de los parámetros normales.

La defensa presenta un estudio o informe técnico de reconstrucción del hecho de tránsito elaborado por el ingeniero físico David Ricardo Novoa Santa, quien también concluyó que la motocicleta invadió el carril de la buseta.
2.3.- Fiscalía -no recurrente-
Considera que debe mantenerse la decisión adoptada por la juez a quo, o declararse desierto el recurso por inadecuada sustentación, de conformidad con lo siguiente:

Al parecer lo solicitado por el recurrente, porque no lo dice claramente, es que se revoque la absolución proferida contra su prohijado porque a su juicio la juez no valoró algunas de las pruebas allegadas.
El apelante no estuvo ni participó en el juicio, como tampoco la abogada titular que representa a la víctima, pues tal como lo dijo la juez a quo en la sentencia, pidió permiso al despacho para ausentarse del recinto porque tenía una audiencia con detenido, y por ello perdió su oportunidad para intervenir. 
Contrario a lo sostenido por el recurrente, la decisión proferida por el a quo se encuentra ajustada a derecho, y los argumentos expuestos en la alzada son simples apreciaciones subjetivas y presunciones.

Aunado a ello, las abismales diferencias y contradicciones que asegura el impugnante existen entre las versiones rendidas por quienes presenciaron los hechos y las declaraciones vertidas en juicio, se configuran en insalvables dudas que sustentan la aplicación del principio del in dubio pro reo.

La Fiscalía no está obligada a demostrar los motivos o la génesis del hecho delictivo sino la comisión de la conducta punible y la responsabilidad penal del sujeto activo, y para condenar es necesario que no exista duda sobre ninguno de esos dos aspectos, pero en el presente caso durante la audiencia de juicio oral no se obtuvo el pleno convencimiento acerca de que IVÁN RAMÍREZ ARIAS fuese el directo responsable del accidente de tránsito donde resultó lesionado AGUSTÍN ANTONIO MUÑOZ OCAMPO; por el contrario, se incorporaron pruebas que acreditaron la inocencia del enjuiciado, y el comportamiento imprudente de MUÑOZ OCAMPO al invadir el carril por el que se desplazaba la buseta ocasionó el siniestro, y por ello debía absolverse al judicializado.
Si bien el apelante hace énfasis en que la Fiscalía no salvaguardó los intereses de la víctima, olvida que su delegados deben actuar con seriedad, objetividad e independencia, y adecuar su postura a lo debatido en el juicio, y por eso comparte plenamente la decisión del a quo, al decretar la absolución perentoria, puesto que se demostró la atipicidad del hecho, ya que por culpa exclusiva de la víctima se originó el accidente de tránsito y las lesiones en su humanidad.

No se entiende la solicitud especial elevada por el recurrente respecto a que se realice una nueva valoración de las pruebas, ya que el juez solamente tiene dos alternativas procesales, condenar o absolver.
De acuerdo con lo consagrado en el artículo 178 de la Ley 906/04 y lo sostenido por la H. Corte Suprema en sentencias 21673, 23367, 35678, 36407 y 38137, toda impugnación debe ser sustentada adecuadamente de conformidad con el objeto de la controversia suscitada en el caso concreto, y orientada a controvertir los argumentos de la decisión cuestionada, requisito con el cual no cumplió el representante de la víctima en su escrito, por cuanto únicamente hizo un discurso sin fundamento alguno basado en conjeturas y supuestas incongruencias, mas no se refirió al fondo de la sentencia ni atacó ni desvirtuó las pruebas aducidas en juicio, por lo que se advierte que su intervención es temeraria.

3.- Para resolver, se considera 
La Colegiatura es competente para conocer el recurso de apelación interpuesto, de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 179 de la Ley 906/04 -modificado este último por el artículo 91 de la Ley 1395/10-
Sería del caso analizar si el fallo absolutorio dictado por la juez de primer se encuentra ajustado a derecho, de no ser porque se advierten varias irregularidades que impiden que la Sala se pronuncie de fondo sobre el asunto, las cuales se analizan a continuación.
El Dr. LEONARDO JARAMILLO SIERRA, togado que interpuso y sustentó el recurso de apelación, no cuenta con poder para ejercer la representación de la víctima, pues si bien había intervenido en la audiencia preparatoria en virtud de la sustitución que para esa diligencia le fue hecha por la abogada designada por el afectado, Dra. MARÍA CRISTINA SIERRA MARÍN, la misma fue ÚNICA Y EXCLUSIVAMENTE PARA ESA DILIGENCIA, tal como consta en el documento obrante a folio 17 del expediente.

Obsérvese que al juicio oral asistió la apoderada del señor AGUSTÍN ANTONIO MUÑOZ OCAMPO -pese a que en forma posterior pidió permiso para retirarse porque debía asistir a otra audiencia con detenidos-, lo que permite corroborar que en efecto la delegación que anteriormente le había hecho a su colega JARAMILO SIERRA se limitó expresamente a la audiencia consignada en el escrito mencionado; sin embargo, este profesional del derecho fue quien acudió a la lectura de la sentencia, sin que exhibiera ninguna sustitución o poder que lo legitimara para ello, lo cual tampoco le fue exigido por la juez de conocimiento.
Dentro del expediente no reposa ningún documento de esa naturaleza que le permitiera intervenir de nuevo en la actuación, o asumir la representación del ciudadano MUÑOZ OCAMPO, lo cual torna inválida la actuación que en dicho acto realizó, es decir, la interposición del recurso de apelación.
Lo anterior permite concluir que quien figura como víctima en el proceso no estuvo en la posibilidad de impugnar la decisión absolutoria proferida por la juez de primer nivel, y con ello se le afectaron los derechos que de acuerdo con su condición de víctima tiene dentro de la actuación penal, los cuales según la jurisprudencia atinente al tema
 no se limitan únicamente al acceso a la administración de justicia, a la verdad, justicia y reparación, sino que además incluyen el debido proceso, y la facultad de controvertir las decisiones adversas a sus intereses, entre ellas, la sentencia absolutoria.

Aunado a lo anterior, del contenido del escrito de impugnación advierte la Colegiatura que el abogado al parecer no examinó los registros correspondientes a esa diligencia por cuanto de sus manifestaciones se advierte un evidente desconocimiento de lo acontecido en el juicio oral. Así se sostiene porque en ningún momento hace referencia a la absolución perentoria solicitada por la Fiscalía en esa diligencia, ni presenta argumento alguno al respecto, pero en cambio sí censura que por parte del representante de ese ente no se hubiesen controvertido las pruebas aportadas por la defensa, cuando se sabe que las mismas no fueron practicadas en virtud de la petición invocada por el ente fiscal.    

Como si ello fuese poco, se observa que el profesional tampoco tiene pleno conocimiento acerca de la dinámica del sistema penal acusatorio, ya que aseguró que la Fiscalía no hizo una adecuada valoración de los medios de conocimiento, cuando es sabido que ese análisis corresponde al juez de conocimiento y no al delegado del órgano acusatorio; incluso, la solicitud que hace no es tendiente a que se revoque la decisión sino a que se declare la nulidad a partir de la etapa probatoria para que las pruebas sean “nuevamente evaluadas en debida forma”, pero en momento alguno precisa, como era su deber, cuáles son esas razones que lo llevan a asegurar que las pruebas no fueron estudiadas en debida forma, y cómo tal situación singular constituye vulneración al debido proceso respecto de la víctima.
Es sabido que para el surgimiento de la competencia funcional en segunda instancia, se requiere: (i) que la interposición del recurso de apelación en forma principal o subsidiaria sea oportuna; (ii) que la impugnación sea interpuesta por un sujeto procesal habilitado para el efecto; y (ii) que la providencia contra la cual se interpone admita esa clase de impugnación. Pero además, es obligatorio que la parte inconforme presente una ADECUADA SUSTENTACIÓN que dé al superior las bases suficientes para confrontar su posición con la asumida por el inferior, porque se trata de la oportunidad única en que debe dar a conocer al ad quem los elementos de juicio en que se funda la censura.

No se trata por tanto de una requisitoria meramente formal, sino de la razón de ser del principio de la doble instancia, por cuanto no se puede pretender el examen de una decisión judicial que se presume ajustada a derecho, sin exponer los motivos que se tienen para el disenso.

A partir de la Ley 2ª de 1984 se introdujo como exigencia legal la sustentación del recurso, y conforme a ese dispositivo doctrina y jurisprudencia han coincidido en moldear sus límites, para cuyo efecto se ha decantado lo siguiente:

“Sustentar un recurso no significa lanzar apreciaciones de carácter general o ecuménicas, o calificaciones abstractas o vagas, o meramente corticales. No, el escrito de apelación para que merezca el nombre de tal, debe contener la pertinente crítica jurídica o probatoria mediante los correspondientes juicios de valor y los atinentes predicados axiológicos y conceptuales, de tal manera que a los planteamientos del proveído protestado se opongan razonamientos de similar peso; a sus inferencias y reflexiones otros tantos juicios combatan, contradigan o refuten el discurso dialéctico contenido en la respectiva providencia judicial. Sólo así cabe entender la naturaleza y finalidad del recurso de apelación”
 

Significa entonces, que no suplen el requisito de la sustentación expresiones abstractas que por su imprecisión y vaguedad no expresan ni siquiera implícitamente las razones o motivos de la inconformidad jurídica. 

En el caso concreto, como se indicó, quien apeló la determinación se limitó a hacer una serie de manifestaciones ambiguas que por demás no están orientadas a controvertir la decisión de absolución perentoria dictada por la funcionaria de primer nivel en consonancia con lo solicitado por la Fiscalía, es decir, se censuró la valoración efectuada por la juez de conocimiento respecto de los medios probatorios aportados por el ente Fiscal de una manera abstracta pero no concreta, y sin atacar los fundamentos esgrimidos en la sentencia para proferir una determinación exonerativa de responsabilidad.

Dada esa particular manera de sustentar el recurso, no podría el Tribunal emitir un pronunciamiento de fondo en el presente asunto, porque de la alzada no se extraen razonamientos acerca de los cuales pueda surgir una confrontación o controversia efectiva con los términos en que fue despachada la decisión por parte del a quo que resultó adversa a los intereses del señor AGUSTÍN ANTONIO MUÑOZ. 

En síntesis, ese vacío sustancial impediría a la Corporación cumplir con el deber de elegir entre dos tesis contrapuestas, porque aquí solo existe una: la propuesta por la funcionaria de primer grado. 

Bajo esos parámetros, en criterio de la magistratura se incurrió en la vulneración de los derechos que le asisten al ciudadano AGUSTÍN ANTONIO MUÑOZ OCAMPO en su calidad de víctima, no solo porque en la audiencia de lectura de sentencia quien acudió en su nombre no estaba facultado para hacerlo, y eso impidió que pudiera recurrir la decisión adversa a sus intereses, sino además porque dicho togado al parecer no es idóneo para representarlo, como bien se anotó en precedencia, al punto que de no haberse advertido la irregularidad atinente a la falta de poder, la Colegiatura se habría visto en la necesidad de declarar desierto el recurso por indebida sustentación.
En consonancia con lo anterior, se decretara la nulidad de lo actuado a partir de la audiencia de lectura de sentencia, inclusive; y, en consecuencia, se dispondrá que se rehaga esa diligencia pero con la presencia de la apoderada que el señor AGUSTÍN ANTONIO MUÑOZ OCAMPO designó para que en su calidad de víctima lo representara en el proceso, o en su defecto, por quien se encuentre legitimado para hacerlo, bien sea por medio de sustitución debidamente otorgada, o por poder conferido expresamente por el ciudadano MUÑOZ OCAMPO.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de decisión Penal, DECRETA la nulidad de lo actuado a partir de la audiencia de lectura de sentencia, inclusive; y, en consecuencia, se dispondrá que se rehaga esa diligencia pero con la presencia de la apoderada que el señor AGUSTÍN ANTONIO MUÑOZ OCAMPO designó para que en su calidad de víctima lo representara en el proceso, o en su defecto, por quien se encuentre legitimado para hacerlo, bien sea por medio de sustitución debidamente otorgada, o por poder conferido expresamente por el ciudadano MUÑOZ OCAMPO.

Esta determinación queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sentencia C-004 de 2003, C-454 de 2006.


� TORRES CALERO, Miguel Angel. GARCÍA AGUDELO, Ernesto, Código de Procedimiento Penal. Segunda Edición, 1990, Tomo I, Editora Jurídica Colombiana, pg. 423.
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